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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Accionante: 
ROSALBA MIRANDA GALLEGO
Accionado: 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
NULIDAD DE LA SENTENCIA POR FALTA DE INTEGRACIÓN  DEL CONTRADICTORIO. “[A]nalizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la alzada, y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el despacho de primer grado, consistente en que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el caso fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción. Lo anterior por no haberse efectuado la vinculación de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, no obstante que tanto del contenido de la demanda como de los anexos de la misma se advertía el interés y compromiso de ese ente en la actuación, ya que recibió al menos la última petición elevada por la actora para el reconocimiento y pago de cesantías parciales, y emitió la resolución  N°5492 de octubre 31 de 2016, mediante la cual no se accedió al pago de las citadas prestaciones. Adicionalmente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 del Decreto 2831/05, las solicitudes prestacionales dirigidas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, deben ser recibidas por ese ente, que tiene asignadas varias gestiones dentro del trámite, entre ellas expedir certificaciones salariales, elaborar el proyecto de acto administrativo, y luego del aval de la Fiduprevisora, suscribirlo. Significa lo anterior, que no se integró el litis consorcio necesario, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.”.
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Pereira, treinta (30) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N°287
                                                     Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Correspondería a la Sala por medio de este proveído desatar la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora ROSALBA MIRANDA GALLEGO, frente al fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, con ocasión de la acción de tutela impetrada contra el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio representado por la Fiduciaria la Previsora S.A. -en adelante Fiduprevisora-, si no fuera porque se advierte una irregularidad en el trámite adelantado que debe ser subsanada en aras de no afectar el debido proceso.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se consignan en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) la señora ROSALBA MIRANDA GALLEGO se desempeña como docente nacionalizada desde marzo 31 de 1981 hasta la fecha, vinculación de acuerdo con la cual tiene derecho a que se le reconozcan cesantías de manera retroactiva; (ii) en agosto 26 de 2014 solicitó el reconocimiento y pago de cesantías parciales, y una vez efectuada la revisión por parte de la Fiduprevisora, informó a la Secretaría de Educación de Pereira que no es procedente la petición, toda vez que la educadora debe reintegrar $13´429.196.74, valor que fue pagado por concepto de intereses a las cesantías, a los cuales no tenía derecho en atención al régimen al que pertenece; (iii) de ese monto MIRANDA GALLEGO solo admite que retiró de manera equívoca  $1.188.813 en abril 23 de 2007, $1´675.979 en marzo 31 de 2008, y $2´212.656 en abril 17 de 2009; (iv) en junio 08 de 2016 presentó un nuevo requerimiento con igual propósito, y anexó documentación en la cual varias entidades financieras certifican el no depósito de dichos dineros, no obstante, mediante Resolución N° 5492 de octubre 31 de 2016 la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira se negó lo solicitado, y se reiteró el deber de reintegrar, incluso, un capital adicional; (v) la citada entidad no debe retener el reconocimiento de las prestaciones reclamadas a las que tiene derecho, lo que constituye una vía de hecho administrativa, por tratarse de una decisión arbitraria y caprichosa, que carece de soporte legal, y afecta de manera grave las garantías constitucionales a la vivienda digna, al trabajo, al debido proceso, a la defensa, al mínimo vital y a la familia; (vi) si la accionada considera que la señora ROSALBA MIRANDA adeuda ese valor, debe iniciar las acciones pertinentes, pero no obstaculizar un derecho laboral. 
De conformidad con lo anterior, se solicita acceder al amparo deprecado, y ordenar al Fondo Nacional de Prestaciones, por intermedio de la Fiduprevisora, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, expida acto administrativo, mediante el cual se le reconozcan las cesantías pedidas.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción correspondió inicialmente a esta Sala, y por razones de competencia la remitió a la Oficina Judicial para que fuera repartida entre los Juzgados con categoría de Circuito. Luego de efectuar nuevamente el reparto, se asignó al Juzgado Quinto Penal del Circuito, despacho que asumió el conocimiento del asunto y corrió traslado a la Fiduprevisora como representante del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, entidad que no se pronunció dentro del término concedido.
3.2.- Dentro del plazo constitucional, el citado juzgado profirió fallo en el cual negó el amparo impetrado, toda vez que estimó que no se vulneraron los derechos fundamentales invocados, y tampoco se probó lo atinente a un perjuicio irremediable; luego entonces, la actora puede acudir a las acciones legales para que se determine la legalidad o ilegalidad del acto administrativo con el que se encuentra inconforme.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado de la accionante solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y en su lugar se acceda a las pretensiones invocadas en la demanda de tutela. Al efecto argumentó:
Contrario a lo concluido por el funcionario de primer nivel, sí se presenta en esta caso una vía de hecho administrativa que atenta contra los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo y mínimo vital de la tutelante, puesto que la entidad no puede negar el reconocimiento de las cesantías a las que como docente tiene derecho, con fundamento en argumentos caprichosos y arbitrarios. 

Al respecto cita apartes de las sentencias T-214/04, T-995/07 T-275/12, de acuerdo con los cuales insiste que la motivación del acto administrativo no tiene fundamento legal, por lo que constituye un atentado de las garantías constitucionales mencionadas.

5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la alzada, y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el despacho de primer grado, consistente en que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el caso fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.

Lo anterior por no haberse efectuado la vinculación de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, no obstante que tanto del contenido de la demanda como de los anexos de la misma se advertía el interés y compromiso de ese ente en la actuación, ya que recibió al menos la última petición elevada por la actora para el reconocimiento y pago de cesantías parciales, y emitió la resolución  N°5492 de octubre 31 de 2016, mediante la cual no se accedió al pago de las citadas prestaciones.
Adicionalmente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 del Decreto 2831/05, las solicitudes prestacionales dirigidas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, deben ser recibidas por ese ente, que tiene asignadas varias gestiones dentro del trámite, entre ellas expedir certificaciones salariales, elaborar el proyecto de acto administrativo, y luego del aval de la Fiduprevisora, suscribirlo.
Significa lo anterior, que no se integró el litis consorcio necesario, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución a la a quo para que se rehaga en debida forma la actuación. 
No puede olvidarse que ante la informalidad de la acción de tutela, en especial el hecho de poder ser presentada por cualquier ciudadano, es posible que quien a ella acuda no determine con claridad qué autoridades o dependencias afectan sus derechos, o quienes son las personas que sufren tal vulneración, lo que obliga al juez en sede de tutela a prestar mayor atención en aras de detectar cualquier falencia al respecto y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia decisiva en el asunto. Así lo tiene definido la Corte Constitucional:

“[…] Ahora bien, aun cuando en principio es al demandante a quien le corresponde identificar al presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez de tutela le asiste la obligación subsidiaria de integrar de oficio la causa pasiva o el legítimo contradictorio, cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza o violación alegada […]”. 

Con mayor razón entonces, debe procurar especial atención el funcionario judicial cuando en la acción tutelar se mencionan personas o entidades que por algún motivo deben ser vinculadas al trámite, amén del interés que les puede asistir en el asunto, para garantizarles su derecho de contradicción.

Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Auto 257 del  13-Sep-06, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil
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